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Exp. 955/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE 955/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTORA: ******* ******** ******* ******.

	AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.                                                                                                                                                                                                                                                               

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinte de mayo de dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 955/2021/2, promovido por la C. ******** ********** ********** ***********, por propio derecho, quien señaló como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS); y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de diciembre de dos mil veintiuno, la C. ******** ********** ********** ***********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del acto emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), consistente en: 
“La determinación de la contribución relativa al pago de derecho por servicio de: Adeudo anterior $6,396.85; Agua Potable $920.32; Drenaje $156.45;  Tratamiento $202.47; IVA $344.58; consignada en el contrato ******, emitida por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) con el que se pretende cobrar a nuestra representada (SIC) la cantidad de $8,020.00 (OCHO MIL VEINTE PESOS 00/100 M.N.), lo cual fue notificado a través del Estado de Cuenta con Folio SL ****** entregado en el domicilio de mi propiedad señalado en líneas supra con fecha 15 de Noviembre de 2021.”
II.- Mediante proveído de once de enero de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniera.

III.- A través del acuerdo de ocho de marzo de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio sin número y sus anexos, signado por el licenciado José Antonio Lugo Álvarez, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS) ingresado con el folio 20578 en el buzón de promociones de término de este Tribunal; mediante el cual, dio contestación a la demanda. 

Por lo cual, se tuvo por contestada la demanda y por objetadas las pruebas ofrecidas por la parte actora; en este sentido, con copia simple del oficio de contestación de sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales conducentes. Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:
A la parte actora: 

· Estado de cuenta con número de folio SL *******, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, documental que consiste en el acto impugnado; 

· Copia fotostática simple de la credencial expedida a favor de la actora, por el Instituto Nacional Electoral.

· Presuncional legal y humana.

· Instrumental de actuaciones.

A la autoridad demandada:
· Copia certificada de su nombramiento.

· La confesional expresa detallada en el punto 5, del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

· Presuncional legal y humana;

· Instrumental de actuaciones.
Asimismo en cuanto a la prueba de inspección ocular, detallada en el punto 2., del capítulo de pruebas del oficio de contestación de demanda se ordenó dar vista a la parte actora, para que en el término de tres días, manifestara lo que a su derecho conviniera y en su caso propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos materia de la inspección; además, se hizo la precisión que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada, se acordaría lo que en derecho procediera y en su oportunidad se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final, conforme lo previsto por el segundo párrafo del artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.- Por auto de veintiocho de marzo del presente año se tuvo por precluido el derecho de la parte actora para manifestar lo que a sus intereses conviniera respecto de la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada, y para proponer la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos materia de la inspección.

Por consiguiente con fundamento en lo establecido por el artículo 69 fracción II y tercer párrafo del artículo 70, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo como prueba de la autoridad demandada, además de las admitidas en el proveído dictado el ocho de marzo del presente año, la prueba de inspección ocular señalada en el punto 2., del capítulo de pruebas del oficio de contestación de demanda, la que se admitió para el efecto de que el funcionario de este Tribunal el día de la audiencia final, se constituyera en el domicilio señalado para tal efecto; consecuentemente se dijo a las partes que en la fecha y hora fijada para la celebración de la audiencia final se llevaría a cabo el desahogo de la inspección ocular, citándoseles a fin de que estuvieran en aptitud de acudir para hacer las observaciones que consideraran pertinentes. 
Finalmente, se señalaron las doce horas del veintiuno de abril de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- En la fecha y hora indicadas en el resultando anterior tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en la cual el Secretario de Acuerdos de esta Sala dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo una relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, y llevándose a cabo el desahogo de la prueba de Inspección Ocular en el domicilio de la actora, quedando agregada a los autos el acta correspondiente, de la foja 53 a la 56 de autos; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; y se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado intermunicipal en su carácter de autoridad y prestadora de servicios.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la C. ******** ********** ********** ***********, a impugnar la determinación contenida en el estado de cuenta con número de folio ********, que además del periodo de facturación 09-10/2021, incluye un adeudo anterior por la cantidad de $6,396.85 (seis mil trescientos noventa y seis pesos 96/100 M.N.), el cual se encuentra dirigido a la actora, visible a foja 11 de autos; por lo que se considera que la accionante cuenta con interés legítimo para acudir a este juicio contencioso administrativo.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el licenciado José Antonio Lugo Álvarez compareció en defensa del Organismo Intermunicipal INTERAPAS, en su carácter de Director Jurídico de dicho Organismo, el cual demostró acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que obra agregado a foja 38 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en el presente juicio consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con número de folio ********, del Contrato ******, con vencimiento al 22 de noviembre de 2021, por la cantidad total de $8,020.00 (ocho mil veinte pesos 00/100 M.N), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo documento fue aportado por la demandante.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el último párrafo del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 04 a la 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.

Al respecto, es aplicable la siguiente Tesis: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado consiste en la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable y servicios conexos, contenida en el estado de cuenta con número de folio SL*******, del Contrato ******, por la cantidad total de $8,020.00 (ocho mil veinte pesos 00/100 M.N).
La actora en su demanda invoca dos conceptos de impugnación, en los que medularmente hace valer lo siguiente:
1.- Que el organismo demandado indebidamente pretende sin causa o razón jurídica y sin sustento legal, obligarle a cubrir un importe por concepto de derechos que no ha causado.

Que la demandada no especifica la descripción y elementos que dieron motivo a la determinación de la contribución relativa al pago de derechos por servicios de agua potable que se pretende cobrar, pues es omisa en determinar las fechas de consumo relativo tanto a los meses de adeudo como el periodo de facturación y relacionados al régimen tarifario que establece así como la tarifa actual por concepto de agua potable, y detallar el procedimiento respecto del promedio que está realizando, así como explicar cómo se originó tal determinación como lo establece el artículo 8° del Código Fiscal del Estado pues se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico.
Agrega que la demandada presupone que ha realizado un consumo de agua que refiere como adeudo, junto con el periodo que pretende cobrar, por lo que conforme a la Ley de Cuotas y Tarifas se debe cubrir un derecho en proporción a la cuota que se está aplicando, pero en el caso dice que existen ocho meses de adeudo y requiere la cantidad total de $8,020.00 (ocho mil veinte pesos 00/100 M.N.), lo cual le causa un estado de incertidumbre jurídica y estado de indefensión pues no se establece una determinación calculada conforme a la citada Ley. Que el organismo aplica una determinación por consumo de agua altísimo sin justificar el hecho causal que dio origen a la determinación, dejándole en estado de indefensión al fincar un consumo sin cumplir con lo dispuesto en los artículos 171 y 182 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.
Que suponiendo que haya gastado el consumo de agua determinado el organismo demandado está obligado a observar que se debe cubrir un derecho proporcional por drenaje y tratamiento pero en su actuar no lo acredita conforme a derecho, a lo cual niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua y en consecuencia el haber dado lugar al pago de derechos por descarga o uso de drenaje en forma proporcional al consumo.
2.- Que la autoridad demandada incumplió con la obligación que señala el artículo 46 del Código Fiscal de Estado, en la emisión del estado de cuenta SL *******, al no estar vinculado a la norma y a las operaciones aritméticas que lleven a establecer como se llegó a la cantidad que se finca en los supuestos meses de adeudo y el bimestre septiembre – octubre de 2021, y la tarifa proporcional a Drenaje y Tratamiento e IVA que establece. 

Que se incumple con las obligaciones antes señaladas, pues el estado de cuenta no señala los metros cúbicos relacionados a un rango de consumo ni en los meses de adeudo, ni el periodo de facturación que se establece; pues lo cierto es que no se han realizado.
Por su parte, la autoridad demandada en su contestación a la demanda formuló argumentos para sostener la legalidad del acto impugnado.

A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan y estudian en forma conjunta por estar relacionados entre sí, resultan ser parcialmente fundados pero suficientes para decretar la nulidad del acto impugnado, conforme a las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de establecer que al tratarse de la emisión de un estado de cuenta, no resulta aplicable el contenido del Código Fiscal del Estado, ya que el Organismo demandado determina y efectúa el cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, ya que dicha norma legal regula el procedimiento para determinar y realizar el cobro del servicio prestado, motivo por el cual, tal acto no constituye una determinante de crédito fiscal que deba revestir las características de los actos que el citado Código Fiscal establece, no obstante conforme a la citada Ley de Aguas adquiere el carácter de acto de autoridad sujeto al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública, de ahí que los argumentos de la actora encaminados a sostener que el acto el ilegal por no cumplir con los requisitos establecidos en el Código Fiscal del Estado sean infundados.
De lo anterior, se advierte además lo infundado del argumento de la autoridad demandada para sostener que el acto controvertido no es impugnable en el presente juicio por no constituir una determinante de crédito fiscal, pues como fue señalado previamente la emisión del acto en cuestión, a juicio de esta Sala, requiere el cumplimiento de los requisitos previstos en el principio de legalidad y consecuentemente lo dispuesto en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado, aplicables al acto propiamente de lo dispuesto en el artículo 161, fracción IV del mencionado Código
.
Por otra parte, debe establecerse que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo (Artículo 143 de la Ley en cita).
Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el artículo 146 de la multicitada Ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y, en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el artículo 6° de la mencionada Ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el tercer párrafo del artículo 7° de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.

En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de dicha Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.

Bajo esta tesitura, encontramos que es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados o no edificados el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, la parte actora comparece a juicio ostentándose como propietaria del inmueble ubicado en la calle ******** ********** ********** ******************* ********** ********** ***********, S.L.P.

En tanto, el acto impugnado consistente en el Estado de cuenta con número de folio SL ******, relativo al cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, se refiere al predio anteriormente citado, el cual cuenta con el contrato número *******, circunstancia que en ningún momento es negada por la parte actora.

Motivo por el cual, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es de considerarse que el caso encuadra en el supuesto legal que establece que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten
.
Por lo que, resulta concluyente que desde el momento en que la parte actora es propietaria o poseedora de un inmueble que cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligada a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que, el hecho generador -causación- de la contribución por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva de lo siguiente: 

1. Del mandato legal establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

2. De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (artículo 143 en relación con el diverso 221 de la Ley de Aguas); conforme al cual las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del artículo 170 de dicha Ley, o bien, mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III, del artículo 170 del ordenamiento legal en mención. Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como serían, entre otros:

• El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 7° de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

• La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado conforme a lo dispuesto en el artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y el artículo 6° de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

• La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6° de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

• La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4° de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.

• La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM conforme a lo previsto en el artículo 6° de la Ley de Cuotas y Tarifas.
Ahora bien, la parte actora niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que deba pagar, y por consecuencia, niega haber dado lugar al pago de derechos por la descarga o uso de drenaje en forma proporcional al consumo; argumento que a juicio de esta Segunda Sala Unitaria resulta infundado, en razón de lo siguiente:

De acuerdo a lo que dispone el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la citada Ley, o bimestralmente si recibe los servicios por parte de un organismo operador intermunicipal; y existen diversas formas de cobro, como son el servicio medido y la cuota fija, las cuales se encuentran reguladas en los artículos 4 y 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos del Organismo Operador Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.

Así las cosas, en el caso que nos ocupa, según se deprende del estado de cuenta impugnado visible a foja 11 de autos, en el apartado de tipo de cobro se establece el de CUOTA FIJA, -sin que se señale algún número de medidor-, por lo que el Organismo demandado realiza el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo esa modalidad, establecida en el artículo 4 de la ley de cuotas y tarifas -la cual es aplicable para los casos en que los usuarios no cuenten con un medidor-, y acorde con lo que establece el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado, en el sentido de que todo usuario está obligado al pago.

Por lo que, bajo esas circunstancias resulta infundado el argumento de la parte actora en que pretende que la autoridad demandada asuma la carga de acreditar el consumo, ya que al tratarse de un servicio de agua potable bajo la modalidad de cobro de cuota fija resulta inaplicable la obligación del Organismo INTERAPAS de tomar lecturas del aparato medidor para determinar el consumo de agua en la toma en términos de lo establecido en el artículo 221 de la Ley de Aguas, dado que se cobra en razón de una cuota fija establecida y regulada en el artículo 4° de la Ley de Cuotas y Tarifas antes citada, hasta aquí lo infundado de los argumentos de la actora.
Adicionalmente, la parte actora también manifestó en sus conceptos de impugnación, como se expresó con anterioridad, que la autoridad incumple con las obligaciones de fundar y motivar de manera adecuada el acto administrativo en cuestión, ya que no especifica la descripción y elementos que dieron motivo a la determinación de la contribución relativa al pago de derechos por servicios de agua potable que se pretende cobrar.

En ese sentido, a juicio de esta Sala Unitaria tales argumentos resultan parcialmente fundados pero suficientes para declarar la nulidad del acto controvertido y en consecuencia ordenar a la demandada emita un nuevo estado de cuenta en el que cumpla con las formalidades requeridas para su cobro, acorde a las siguientes consideraciones:

Ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Disposición constitucional que al resultar aplicable a todo acto de autoridad, resulta también exigible a los actos de cobro que realizan las autoridades en materia de servicios públicos como lo constituye el suministro de agua potable y servicios conexos, respecto de los cuales se encuentra establecida una contraprestación por el servicio prestado, de conformidad con lo establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí. 

En este sentido, las actuaciones de cobro y determinación no podrían dejar de ser consideradas como actos de autoridad con las características propias de un acto administrativo, máxime que a través de ellas se efectúa el cobro de una contraprestación en la modalidad de derechos tributarios, mismos que tienen el carácter de contribuciones y, respecto de las cuales, los particulares en su carácter de sujetos pasivos de una relación tributaria, si bien tienen la obligación de pago, también debe realizarse conforme a las disposiciones contenidas en las leyes respectivas; particularmente respecto de la obligación constitucional y legal que tienen las autoridades de que sus actuaciones se encuentren  debidamente fundadas y motivadas como ha sido señalado con anterioridad, sirviendo de apoyo a lo expuesto, el siguiente criterio jurisprudencial:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” 

A la luz de dichas consideraciones y de una lectura del estado de cuenta con número de folio SL 1215175, resulta incuestionable que la autoridad demandada no fundó ni motivó de manera suficiente la procedencia de cobro de las cantidades contenidas en el recibo anteriormente mencionado, que se establecen a cargo de la actora como usuaria del servicio de agua potable, de conformidad con lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales, la Ley de Aguas del Estado y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual que resultan aplicables a las actuaciones de cobro por los servicios prestados de agua y servicios conexos.

 Lo anterior es así, toda vez que como lo expone la parte actora, la autoridad no indica qué elementos tomó en cuenta para determinar las cantidades establecidas en el recibo o que tasa o tarifa aplicó; particularmente respecto de las cantidades adeudadas; puesto que si bien es cierto, por una parte, al reverso del estado de cuenta se contienen una serie de artículos y ordenamientos legales, que guardan relación con la competencia territorial y atribuciones de cobro del Organismo, y por la otra, se exponen datos relevantes tales como tipo de cobro CUOTA FIJA, tipo de servicio, grupo y giro, entre otros datos que identifican el servicio prestado y el usuario; así como los datos del inmueble en donde se presta el servicio; no menos cierto es que dichos datos resultan insuficientes para considerar fundado y motivado el cobro de los diversos conceptos incluidos en el recibo de que se trata, lo cual se traduce en un estado de incertidumbre jurídica de la actora al desconocer de manera concreta dichos motivos y fundamentos; y al no encontrarse vinculados entre sí en el propio recibo ni advertirse operaciones aritméticas o cálculos y aplicación de tasas y tarifas que muestren la forma en que se determinaron las cantidades a liquidar, incluyendo periodos anteriores, asimismo omite precisar la zona en que se encuentra el domicilio de la parte actora, ello para poder tener certeza de cual tarifa es la que debe aplicarse y las referidas al concepto de adeudo anterior.

En esa tesitura, es de concluirse que ante la insuficiente fundamentación y motivación del acto impugnado, el recibo con número de folio SL 1215175, derivado del contrato número 463723, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal, para el efecto de que el Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, expida un nuevo acto en el que funde y motive de manera suficiente la forma en que determinó dichas contraprestaciones.
Pues resulta importante destacar que si bien la demandada en su contestación a la demanda sostiene una serie de motivos y fundamentos así como los cálculos que señala constituyen los motivos y fundamentos del acto de autoridad impugnado, al emitir el estado de cuenta no estableció como parte de su motivación lo que narró en su contestación de demanda; de ahí que no pueda tenerse por satisfecho el requisito de motivación del acto administrativo. Además de que con lo relatado en la contestación de demanda, no puede tenerse por satisfecho lo precisado en el artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo, ya que no resulta valido que se tengan por asentados los fundamentos y motivos en un documento distinto al acto controvertido.

Al efecto sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se cita: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.” 

Además de que, a consideración de esta Juzgadora, el que la autoridad demandada al formular su contestación pretenda subsanar las omisiones detectadas en el acto controvertido, resulta insuficiente para sostener la legal fundamentación y motivación del acto, toda vez la forma en que pretende defender el acto –varia la fundamentación y motivación- se encuentra proscrita; lo anterior de conformidad con lo categóricamente establecido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; motivo por el cual los argumentos que plantea en su contestación, deben desestimarse por pretender mejorar el acto materia de la Litis contenciosa.

Refuerza el anterior criterio, por analogía, la siguiente jurisprudencia: 

“SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la Litis contenciosa.

Conforme a lo anterior, es importante referirnos a los motivos y razones por las cuales opera la nulidad del acto impugnado. Al efecto, se debe establecer que el asunto que nos ocupa, fundamentalmente deriva de la impugnación manifestada por la demandante, en el sentido de que el cobro del consumo de agua es excesivo al no estar debidamente fundado y motivado.
En ese entendido, se advierte que la impugnación obedece a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular; razón por la cual, se decretó la nulidad del acto impugnado, para los efectos especificados en los párrafos que anteceden, ello con fundamento en lo dispuesto en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado. A lo cual sirve de apoyo, la siguiente Tesis Aislada: 
“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese, la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada.  

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 249, 250 fracciones II y IV, 251 primer párrafo, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ y en consecuencia la NULIDAD del acto impugnado consistente en el recibo de cobro y/o estado de cuenta folio SL ********* con vencimiento al 22 de noviembre de 2021, por la cantidad total de $8,020.00 (ocho mil veinte pesos 00/100 M.N), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de acuerdo a las razones y para los efectos vertidos en el último considerando de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la actora y a través de buzón electrónico a la demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Tesis: Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.


� Tesis: de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.


� “ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a:


(…)


IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y…”





� “ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.”


� “ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.


(…)


En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado…”





